Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 40 minutos.) 
-Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


“Carpeta N* 1385/2013. Pueblo Cuaró. Desígnase al centro poblado situado en la 2? 
Seccional Judicial del departamento de Artigas. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes.” 


-En la tarde de hoy nos visita el señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente; el Director Nacional de Aguas, ingeniero González; la Directora Nacional de Vivienda, Lucía 
Etcheverry; el asesor Juan Carlos López; la señora Ana Salveraglio por el Banco Hipotecario y el 
economista Polgar. 


La Comisión solicitó vuestra comparecencia para tratar dos temas. Cabe acotar que con 
anterioridad nos visitaron diversos invitados representando al Plan de Vivienda Sindical y al 
movimiento de deudores hipotecarios en unidades reajustables. Supongo que recibieron la 
comunicación y tienen clara la temática. 


SEÑOR BORDABERRY.- En más de una oportunidad en la Comisión recibimos a deudores que están 
haciendo sus reclamos -también lo han hecho públicamente- con respecto a las unidades reajustables 
y a las unidades indexadas. En tal sentido, se han quejado de que quienes pasaron a la Agencia 
Nacional de Vivienda reciben un tratamiento diferente a quienes no lo han hecho. Entonces, luego de 
haberlos escuchado nos pareció oportuno recibir a representantes del Ministerio. Uno sigue el tema en 
la prensa y sabe que el Banco Hipotecario ha estado haciendo algunas propuestas alternativas. Hay 
quienes solicitaron algún tipo de solución legal. Sabemos que en la Cámara de Representantes hay un 
proyecto de ley al respecto, por lo que nos pareció importante, antes de pronunciarnos, escuchar al 
Poder Ejecutivo. Ese es el primero de los temas a considerar. 


SEÑOR MINISTRO..- En primer lugar, agradecemos la oportunidad de expresar la visión que tenemos 
de esta problemática -que no es nueva- vinculada históricamente a todo tipo de contratación en 
distintas monedas y a la variación con respecto a otras divisas. Cuando abordamos el tema y 
recibimos, incluso, a los representantes de este conjunto de gente, lo que se planteó en primer lugar 
era el pasaje de las deudas de unidades reajustables a unidades indexadas. Eso se hace sobre la base 
de una valoración puntual que tiene que ver con lo ocurrido en los últimos años, en los cuales hay una 
diferencia desde el punto de vista del comportamiento de los índices que encierra cada una de estas 
unidades de moneda, ya sea la unidad reajustable, que ajusta en función del Índice Medio de Salarios, 
o la unidad indexada, que ajusta en función de lo que es la inflación registrada en el mes anterior. 
Estuvimos un largo tiempo estudiando toda la problemática vinculada a los deudores del Banco 
Hipotecario y la de quienes aún permanecen en dicha Institución. En este sentido, esto fue una 
oportunidad interesante para profundizar y saber cuál es el conjunto de deudores, de qué valores de 
cuotas estamos hablando y cuál es la problemática vinculada a este tema. 


En primer lugar, en la entrevista que tuvimos con los representantes planteamos nuestra 
disposición al estudio del planteo de cambio de moneda, de UR a Ul. Ambas monedas están 
vinculadas con algunos temas clave a la hora de asociar, cuando uno requiere de un crédito bancario: 
las tasas no son idénticas, dependiendo de cuál sea la moneda con la que uno trabaja. Obviamente, no 
es lo mismo un préstamo en dólares, con determinado interés, que un crédito en moneda nacional; 
también depende de cada período histórico, y de otro conjunto de variables que van determinando 
cuáles son las tasas a manejar. Luego de un profundo análisis, elaboramos un informe para saber cuál 
es el conjunto de deudores del Banco Hipotecario, así como para determinar la moneda de que se 
trata, los valores de tasación de los bienes realizados al momento de la operación y los valores 
vigentes al día de hoy. 


Por lo tanto, acá nos parecía importante dejar claro que uno no puede generar las 
condiciones; no puede -y permitaseme la expresión- cobrar al grito, mirando para atrás para ver cuál 
fue la moneda que ajustó menos. Eso es lo que, de alguna forma, se trasluce o visualiza en cuanto al 
planteo de los deudores en UR. En ese sentido, las alternativas que se valoraron, luego de un análisis 
importante, fue qué caracterización tenían estas deudas, qué valores de cuotas son los imperantes y 
con qué tasa de interés se realizaron los préstamos. Estamos hablando de un conjunto muy 
heterogéneo de situaciones. Acá hay préstamos producto de compra de vivienda usada y programas 
de préstamos para compra de vivienda nueva realizado por promotores privados; estamos hablando de 
préstamos de construcción para vivienda económica, media e, incluso, suntuosa. Eso es lo que obliga 
a que, dentro de este conjunto de deudores, haya diferentes tasas de interés en distintos momentos 
históricos de la contratación. 


Es importante aclarar de antemano, para que no haya dudas -porque muchas veces se 
plantea esta discusión-, que las viviendas que pasaron por fideicomiso a la ANV generalmente fueron 
consideradas en una situación de morosidad. Pero aclaro que el criterio de traslado de esa cartera no 
fue el de morosidad sino que, en definitiva, considerando a cada uno de estos conjuntos de deudores. 
Se analizaron los valores actuales con respecto a lo anterior, así como los factores socioculturales y 
habitacionales de los conjuntos que fueron trasladados por la vía de fideicomiso, que determinan si, 
efectivamente, es una cartera caracterizada como social. 


Creo que esos son los elementos de base que debemos manejar, sin perjuicio de lo cual 
también me gustaría señalar que cuando se considera lo relativo al Índice Medio de Salarios -que 
necesariamente es un índice y como en todo promedio hay quienes quedan por arriba y quienes 
quedan por debajo- y analizamos cuáles fueron las variaciones del salario nominal de junio de 2013 
referenciado a diciembre de 2004 -que es cuando podemos entrar a señalar que ha habido una 
variación importante desde el punto de vista de la recuperación de salarios- encontramos un conjunto 
de grupos de actividad que han tenido incrementos salariales por encima del Índice Medio de Salarios. 
Me refiero, por ejemplo, con una muy pequeña variación, a las industrias manufacturera y de la 
construcción, al comercio al por mayor y al por menor, a la reparación de vehículos, hoteles y 
restoranes, y a las actividades inmobiliarias, empresariales y de alquiler. Sin embargo, hay otros grupos 
que, efectivamente, no han alcanzado incrementos por encima del Índice Medio de Salarios, como 
puede ser la intermediación financiera, grupos en los que deberíamos comparar también cuál era el 
punto de ubicación en la evolución inmediatamente anterior. 


Parece importante generar, entonces, una línea -y eso es lo que a través de las resoluciones 
administrativas se plantea- de condiciones de cambio de moneda asimilada a las condiciones en las 
que accede hoy el resto de los compatriotas. De ahí que el planteo que se realiza es que si la persona 
está interesada en pasar a unidades indexadas, lo haga. Ese planteo tiene que ver también con las 
tasas con las que el Banco Hipotecario del Uruguay ha venido operando desde que reinició la actividad 
en 2008, es decir con la tasa del 6% para la compra de vivienda y con tasas mayores que pueden 
llegar al 8% para refacción. Ello señala -es importante resaltarlo- una actitud a través de la cual no se 
den señales equívocas desde el punto de vista de la contratación y generar las posibilidades a futuro 
para quienes lo deseen. No podemos definir el planteo con los resultados del diario del lunes porque 
eso podría traer problemas, no al Banco Hipotecario sino al conjunto de instituciones financieras del 
país, ya que sería una señal equívoca en función de dichos resultados. 


Me gustaría que la Presidenta del Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay hiciera uso de 
la palabra sobre alguna información que para mí es clave a la hora de la determinación. 
Concretamente, me refiero, al monto de la cuota de la cual se está hablando y para que, de alguna 
forma, se desmitifiquen algunas afirmaciones que se hicieron en Comisión como, por ejemplo, que la 
tasa menor que prestaba el Banco era del 4%, cosa que no es así ya que hay préstamos con una tasa 
del 2%. Ello depende del período histórico en que se realice. Existe una gran cantidad de tasas 
variables, incluso hay premiaciones por pago en fecha que están por debajo de la condición contractual 
que está vigente en el Banco -si mal no recuerdo- desde hace bastante más de una década para quien 
esté pagando al día el 100% de las obligaciones. 


SEÑOR BORDABERRY.- Ya que la Presidenta del Directorio del Banco Hipotecario va a hacer uso de 
la palabra, aprovecho para informar que recibimos una copia de una recomendación de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos con la que -me permito adelantar- discrepo. A mi juicio, esa carta 


contiene errores bastante importantes desde el punto de vista jurídico; me gustaría conocer la opinión 
de la señora Presidenta, ya que la misma está dirigida a esa entidad. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero decir -para completar la información- que esto también ha sido motivo de 
conversación. De hecho, la contadora podrá expresar cuál es la postura del Banco Hipotecario, pues 
tuvimos la oportunidad de hablar con alguno de los representantes de la institución. Hay una línea de 
reconocimiento que, como solución, no fue la más feliz porque, entre otras cosas, en nuestra 
consideración hubo una visión muy parcial de un problema que es mucho más global. Las respuestas 
que debemos dar no son solo en función de un planteo, sino de un universo de ciudadanos, que 
implica, en primer lugar, los deudores del Banco Hipotecario, pero nuestro norte de preocupación es, 
fundamentalmente, el conjunto de ciudadanos uruguayos y, en particular, los que más nos preocupan 
son aquellos a los que todavía no hemos podido dar una respuesta. En este sentido, la recomendación 
realizada no recoge un conocimiento suficientemente abarcativo de la problemática de la vivienda, de 
su acceso y de cuáles son las otras condiciones en las que hoy está operando el conjunto de 
ciudadanos uruguayos para acceder a ella. Quiere decir que tenemos la misma discrepancia que el 
señor Senador Bordaberry. 


SEÑORA SALVERAGLIO.- Previendo este planteo, trajimos una copia para los señores Senadores 
sobre la respuesta que dio el Banco a la Institución Nacional de Derechos Humanos. Hay una parte 
jurídica que no domino, por lo tanto no voy a profundizar en ella, y que los señores Senadores 
entienden mejor que yo, que es muy radical. Luego hay una parte que tiene que ver con la óptica del 
Banco como institución financiera, donde se refleja la oposición del Banco respecto al planteo de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos. Hace más de un año que estamos trabajando en este 
tema que es muy vasto; se empezó con el proyecto del Partido Independiente y a partir de ahí 
surgieron varias propuestas -no sé si llegaron a concretarse en proyecto de ley- como por ejemplo, 
algún tipo de quitas, rebajas en tasas de interés, reducción de reajustes, etcétera. Hicimos los cálculos 
de lo que implicaría cada una de ellas y fuimos demostrando que todas significaban una quita para el 
deudor, es decir, una pérdida para el Banco. La que tendría menos incidencia sería una pérdida 
equivalente a un mes de préstamos del Banco, es decir, que durante un año el Banco tendría que dejar 
de prestar un mes, pero hay otra que implicaría US$ 300:000.000 de pérdida, que equivale a la tercera 
parte de la cartera en unidades reajustables. Es una situación muy delicada y el Banco debería tomar 
una decisión, tal como lo haría cualquier otra institución financiera a la que le hicieran planteos 
similares, pero es algo que no se hace. 


Finalmente, el Banco luego de analizar junto con los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y de Economía y Finanzas los planteos realizados, llegó a la resolución 
que adoptó hace aproximadamente veinte días en la que -como decía el señor Ministro- se permite que 
aquellos deudores en unidades reajustables que estén interesados, puedan pasarse a unidades 
indexadas con una tasa equivalente. 


Quizás valga la pena mencionar que la cartera de deudores vigentes en unidades 
reajustables, asciende, aproximadamente a 22.000 o 25.000, del total de deudores. Se dice que estos 
son deudores que siempre pagaron y eso es lo primero a corregir, porque cuando se inició la 
reestructura del Banco en el año 2008, esa cartera de deudores en unidades reajustables que quedó 
en la institución tenía una morosidad de aproximadamente el 60%. Entonces, la combinación de una 
mejora en la gestión de recupero del Banco y una mejor situación económica de la sociedad, llevó a 
que, una cantidad de deudores se pusiera al día. 


Actualmente los deudores en unidades reajustables tienen una morosidad de 
aproximadamente 10%, mientras que la morosidad promedio de toda la cartera del Banco es, a 
setiembre, de un 6,2%. Quiere decir que cuando hoy nos referimos a deudores vigentes no estábamos 
hablando de deudores que pagaron durante toda la vida el préstamo. 


Otro elemento a considerar es esa afirmación de los deudores que dicen que están toda la 
vida pagando el préstamo. Pero en el Banco se han dado casos, por ejemplo, de compra de viviendas 
en conjuntos habitacionales, cuyas tasas eran de 2%, como mencionara el señor Ministro. 


Hay que tener en cuenta que los préstamos se otorgaban a 25 o 30 años pero, además, en 
muchos casos la seña se financiaba. Es decir que una persona que iba a comprar una vivienda y no 
hacía ningún aporte inicial, estaba 10 años pagando la seña sin interés y, si luego financiaba el crédito 
a 30 años, eso significaba que, aunque pagara rigurosamente al día todas las cuotas, ello le insumiría 
40 años. Además, si en algún momento se atrasaba excedía ese plazo de 40 años, pero eso era algo 
que ya estaba acordado de antemano, es decir que no era una sorpresa porque cuando alguien 
firmaba el contrato allí ya se establecía el número de cuotas por el préstamo y por el pago de la seña. 


Por otro lado y con respecto a las tasas de interés, la situación era muy variable. Durante 
todo el período iniciado en el año 1970 hubo tasas de 2% y hasta de 15% y también, en un 
determinado momento se dieron plazos muy cortos de seis, diez o doce años, como mucho. 


O sea que a ese respecto, como dije, la situación era muy variable y hoy la tasa promedio de 
los préstamos vigentes de la cartera en unidades reajustables es de 4,59%. Esa tasa se calcula 
promediando los préstamos amortizables; es decir que si la persona solo está pagando un préstamo 
amortizable y es la única deuda que tiene, la tasa es la de ese crédito, pero si además tiene alguna 
otra partida no amortizable -que, de repente, está a tasa 0 o a tasa 2%- se hace un promedio de todas 
las tasas de los productos que esa persona está debiendo. 


La tasa promedio de esa cartera vigente, como dije, es de 4,59% y, al valor de las cuotas a 
setiembre -es decir, luego del último reajuste- la cuota promedio de la cartera vigente de deudores en 
unidades reajustables es de $ 8.700. Además, el 90% de los clientes con operaciones vigentes en UR 
paga una cuota menor o igual a $ 14.400 y solamente el 2.5% paga una cuota superior o igual a $ 
19.000. 


Un aspecto importante a destacar es que las cuotas altas no se asocian a tasas altas. 
Tenemos un análisis muy detallado a ese respecto, pero que no vale la pena comentar, aunque sí 
mencionar sus conclusiones porque son importantes. Las cuotas altas corresponden a montos de 
créditos altos, ya sea porque eran para adquirir dos viviendas, porque se solicitó un préstamo alto para 
la construcción o compra de determinada vivienda o porque la persona tuvo muchas refinanciaciones. 
Estamos hablando de casos de personas que refinanciaron tres, cuatro o cinco veces y que estuvieron 
años sin pagar, por lo cual se acumularon las cuotas. Es importante recalcar, entonces, que las cuotas 
altas no se corresponden con tasas de interés altas. 


Por otro lado, por ejemplo, podemos decir que el 90% de los clientes con operaciones 
vigentes en UR paga una tasa promedio ponderada menor o igual al 5,64% y que tan solo el 2,5% 
paga una tasa promedio aplicada ponderada por capital superior al 6,26%. Es decir que estamos 
hablando de tasas bajas. Son muy pocos los deudores -estamos hablando de un par de cientos- que 
tienen tasas superiores al 6,26%. A esto se refieren los que expresan que la resolución del Banco 
Hipotecario solo beneficia a aquellos deudores que tienen una tasa superior al 8%, que también es un 
error de interpretación, ya que no quisimos beneficiar a estos, sino a aquellos deudores en unidades 
reajustables que quieren pasarse a unidades indexadas porque piensan que la unidad reajustable va a 
evolucionar. 


SEÑOR MINISTRO.- La idea es atender, tanto el planteo de aquellos deudores en unidades 
reajustables, como el de los deudores en unidades indexadas. Esa fue la línea de trabajo que 
analizamos y evaluamos, para luego encontrar una solución. Lo que sucede a partir de esto, es que se 
nos está pidiendo un espejo retrovisor que, en definitiva, se traduce en quitas. 


Lo que planteamos es que hay una visión para adelante, puesto que al momento de contratar 
un préstamo en unidades reajustables, no existía la posibilidad de hacerlo en Unidades Indexadas. En 
definitiva, al día de hoy no se sabe a ciencia cierta si la Unidad Reajustable evolucionará más, o si lo 
hará la unidad indexada. A lo que tiende el planteo realizado por el Banco es a abrir y generar iguales 
posibilidades para que, aquellos que han accedido a un crédito en unidades reajustables, puedan 
pasar a unidades indexadas. ¿En qué condiciones? En las mismas que cualquier cristiano que va a 
golpear las puertas del Banco Hipotecario para solicitar un crédito, es decir a una tasa del 6%. 


En las afirmaciones que hacían quienes han concurrido a esta Comisión, hay temas que nos 
han llamado la atención. En primer lugar, que hay tasas inferiores en los bancos privados para 
préstamos en unidades indexadas. Pero esas tasas menores están asociadas, seguramente, a un 
monto mucho menor con respecto al préstamo y a menor plazo. Es importante afirmar estos 
elementos. A su vez, hace algún tiempo se ha dicho que si la Unidad Reajustable es previsible y los 
préstamos en unidades indexadas son más razonables y se encuentran tasas más favorables en otros 
bancos, a nadie se le impide contratar un préstamo para cancelar con el Banco Hipotecario que, dicho 
sea de paso, es el único banco que admite la cancelación de la deuda sin más, en el momento que el 
cliente lo entienda pertinente. 


El otro aspecto que me parece clave informar a los señores Senadores, tiene que ver con los 
momentos de ajuste, es decir, cómo ajusta la moneda y cómo repercute ello en la cuota que paga el 
cliente. El valor de la unidad reajustable -más allá de que se establece en función del Índice Medio de 
Salarios y a lo largo del año, es decir que todos los meses puede tener variación- desde el punto de 
vista de quien está amortizando, se ajusta en setiembre de cada año. Ese monto expresado en pesos 
tiene una vigencia permanente hasta el próximo setiembre. Es decir que a partir de ese mes tiene un 
valor cierto, definido e invariable. En cambio, a quien opera en unidades indexadas, se le va ajustando 
la cuota cada mes, lo que puede generar cierta incertidumbre para saber cuál es el monto exacto a 
pagar. Incluso, la unidad indexada tiene una variación que no es ni siquiera mensual, sino que es 
diaria, a la hora de la amortización. 


Quería dar estos elementos para complementar lo expresado por la Presidenta del Banco 
Hipotecario del Uruguay. 


SEÑORA SALVERAGLIO.- Quiero reafirmar que el dato de las tasas es efectivamente así: las tasas 
bajas corresponden a plazos de 10 años. O sea que una vez que se supera el plazo las tasas 
aumentan. 


Con respecto a la evolución de la UR y de la Ul, varía según el período. Se puede tomar, por 
ejemplo, un período determinado en el que los resultados arrojan que es más beneficiosa una unidad 
de cuenta que otra, pero a largo plazo es clarísimo que en algunos períodos la UR evoluciona por 
encima de la Ul y viceversa. 


Tenemos una gráfica en la que se toma como año de partida 1970. En ese entonces, no 
existía la Ul, pero tomando en cuenta la inflación, como se puede ver, los tonos grises corresponden a 
períodos en que una unidad evoluciona por encima de la otra y es claro también que se compensan en 
un largo plazo. 


¿Cálculos? Se pueden hacer muchísimos. En la respuesta que dejamos a los señores 
Senadores incluimos un ejemplo de una cuota de $ 10.000, que arranca hace 2 años. Para un deudor 
en UR y otro en Ul, más allá de que la UR evolucionó por encima de la Ul, como consecuencia de que 
la UR varía una vez al año y la Ul todos los meses, el deudor en Ul terminó pagando más que el 
deudor en UR. 


Otro de los cálculos que hicimos refiere a un deudor que, por ejemplo, sacó el préstamo en 
1998, que fue un período en el que hubo una concentración importante de créditos otorgados. 
Comparando un deudor que tomó un crédito al 4,5%, si lo hubiera hecho en Ul al 6% -las tasas son 
más o menos equivalentes- el deudor en UR habría pagado menos que el deudor en Ul, y los saldos 
serían parecidos. 


Se puede tomar ejemplos de distintos momentos y los resultados pueden ser diferentes. Pero 
lo cierto es que en el mediano y largo plazo, un deudor va a tener períodos en los que se verá más 
beneficiado que en otros. En este período, en el que la cuota aumentó, también aumentaron los 
ingresos, de modo que se está en mejores condiciones de afrontar la cuota. 


Me parece importante destacar lo siguiente. El Banco adopta esta medida, pero no es inocuo 
que lo haya asumido. Recién a partir del 15 de este mes, la gente podrá acercarse al Banco para saber 


cuál es el efecto que podría tener el cambio para cada cliente y resolver si quiere pasar a la otra unidad 
de cuenta o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Quiere decir que quien opte por incluirse en el plan de cambio de UR a UI 
recibirá asesoramiento previo del Banco? 


SEÑORA SALVERAGLIO..- Efectivamente, señor Presidente, el Banco instrumentó un mecanismo lo 
más fácil posible para que, a partir del día 15, cada deudor, ingresando en la web o mediante una 
consulta directa, reciba la respuesta sobre cuál sería el resultado más conveniente. 


Solamente esto, desde el punto de vista operativo, complica mucho la situación del Banco, 
aun sin entrar a analizar el resultado económico-financiero. Más allá de eso, en función de la cantidad 
de deudores que cambien de una unidad a otra, puede haber también algún otro tipo de consecuencia. 
Cuando se planteó la reestructura del Banco, se manejaron posiciones en las diferentes monedas de 
manera que el Banco fuera autosustentable y pudiera manejar la variación en las posiciones, por 
ejemplo, en función de la posición activa. En la actualidad, el Banco tiene una posición activa en UR, lo 
que quiere decir que tiene un activo mayor que pasivo en UR. Ese activo se va a ir cancelando en la 
medida en que los procesos amortizantes avancen. Eso da tiempo al Banco para ir manejándose. 
Naturalmente, si la mitad de la cartera en unidades reajustables se cambia de golpe para unidades 
indexadas, se le puede generar un problema de descalce y pérdidas que de pronto no estaban 
consideradas al momento de diseñar la reestructura. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En primera instancia deseo saludar a los invitados. 


Por otro lado, quiero hacer una pregunta relativa al tema que usted viene desarrollando. El 
Banco tiene créditos a cobrar en unidades reajustables; tiene un pasivo a pagar en unidades 
reajustables. ¿A cuánto asciende, quién es el acreedor y en qué circunstancias fue otorgado? 


SEÑORA SALVERAGLIO.- El pasivo en unidades reajustables asciende, aproximadamente, a US$ 
400:000.000. Recordemos que la cartera activa en unidades reajustables representa más de US$ 
900:000.000. El pasivo está compuesto, en su mayor porcentaje, por cuentas de ahorro para vivienda - 
son las cuentas que históricamente el Banco Hipotecario abrió para aquellos deudores que querían ser 
ahorristas- por cuentas de garantía de arrendamiento -actualmente se abren en unidades indexadas 
pero durante mucho tiempo se utilizaba la unidad de ahorro reajustable, que evolucionaba de acuerdo 
con el promedio de la unidad reajustable en los últimos meses- por un depósito del Ministerio de 
Economía y Finanzas cercano a los US$ 70:000.000 y por obligaciones hipotecarias reajustables que 
no recuerdo exactamente su monto pero que representan entre US$ 60:000.000 y US$ 70:000.000. 
Estas cuentas fueron abriéndose con el correr de los años, desde 1968. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En un escenario de cambio de moneda en el que todos los 
usuarios en unidades reajustables se volcaran a la unidad indexada y manteniéndose la composición 
de ese pasivo en las condiciones que usted señaló, ¿se hizo una estimación del monto de las pérdidas 
para el Banco y de las consecuencias que tendría en sus planes para los próximos años? 


SEÑORA SALVERAGLIO.- En realidad el impacto va a depender de la evolución de la unidad 
reajustable y de la unidad indexada. Si todos los deudores en unidades reajustables se pasaran a 
unidades indexadas, el Banco quedaría descalzado en unidades reajustables. Entonces, quedaría con 
un pasivo de US$ 400:000.000 en unidades reajustables y el resto de activos y pasivos en unidades 
indexadas. ¿Qué quiere decir? Las buenas prácticas indican que cualquier institución debe estar 
calzada en las monedas que maneja. El problema que tenemos aquí es que es imposible calzarse en 
unidades reajustables. Si tengo un pasivo en unidades reajustables no puedo conseguir un activo en la 
misma moneda porque no existe en el mercado. Por lo tanto, me quedo con ese pasivo en unidades 
reajustables, que no sé qué pérdida va a implicar porque dependerá de la evolución de las variables. 
Está claro que se trata de un riesgo que está asumiendo el Banco. 


SEÑOR RONDEAU.- Quisiera saber en qué medida estos riesgos podrían afectar los subsidios para 
los sectores menos favorecidos que brindan las políticas de la Agencia o del propio Ministerio. 


SEÑOR MINISTRO.- Se debe tener claro cuál es el universo, qué es lo que hace el Banco Hipotecario 
y cómo se integra dentro del Sistema Público de Vivienda para el acceso y la satisfacción del conjunto 
de la población. 


La definición de lo que hace el Banco Hipotecario, su población objetivo y metas en lo que 
tiene que ver con determinados sectores que requieren políticas de subsidio, las lleva adelante 
directamente el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En eso inciden 
algunos temas vinculados a la capacidad de préstamo que tenga el Banco Hipotecario. Si este Banco 
no está en condiciones de operar o está con posibilidades limitadas, obviamente que el conjunto de la 
demanda se va a dirigir pura y exclusivamente al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. Eso fue lo que sucedió, en los hechos, entre los años 2002 y 2008, más allá de que 
algún Banco privado prestaba créditos, pero no fue un hecho significativo en relación con el conjunto 
de respuestas que se dio a la población. 


En este momento el Banco Hipotecario está otorgando alrededor de 2.200 préstamos para 
compra de viviendas, más allá de los préstamos para refacción, lo cual es muy importante. También es 
trascendente lo que significó para el Banco la aprobación de otros instrumentos que el Parlamento 
tuvo a bien aprobar y que están dando sus frutos, como es el caso de la ley de viviendas de interés 
social. En esa ley el Banco tiene un papel a cumplir para facilitar, efectivamente, el acceso de la 
población a esa nueva oferta que se realiza. Ahí sí el Banco Hipotecario, en algunos programas -en 
combinación con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a través de sus 
políticas- subsidia la cuota y tiene un espacio de interrelación. Lo que es claro es que si nos quedamos 
sin Banco Hipotecario vamos a tener un serio problema porque en definitiva todo el mundo va a 
volcarse al único que va a poder brindar algún tipo de solución. Eso fue lo que experimentamos en el 
país en esos seis o siete años, en los cuales el Banco no tenía posibilidades reales y efectivas de 
conceder préstamos. 


Hay un tema que no comentamos y en el que me gustaría extenderme. El Banco Hipotecario 
para aquellas situaciones extremas, que obedecen a razones fundadas 


-como es el fallecimiento de un titular que posee un fuerte ingreso o la reducción significativa de los 
ingresos- tiene mecanismos de atención específica, no de carácter genérico, en los que se analiza 
cada una de las problemáticas. Esa posibilidad siempre ha estado abierta. Entendemos que buena 
parte de la demanda que está atrás de este movimiento obedece a algo que mencionamos en 
oportunidad de realizarse el Día Mundial del Hábitat. En aquel entonces decíamos que tenemos una 
tensión entre aquellos que han logrado acceder a un bien y pretenden generar las condiciones para 
tener un mayor confort -reclamando un grado de aportación menor al que se le planteó en las 
condiciones contractuales- y quienes no han podido acceder a una vivienda. En ese sentido, es clave 
el rol que el Banco Hipotecario pueda cumplir para satisfacer esa necesidad de crédito para sectores 
medios, medios bajos y otros -por medio de políticas de vivienda y habitación- y llegar así al conjunto 
de la población. Si el Banco Hipotecario no existiera, tendríamos más problemas con lo que venimos 
construyendo a través del resto del sistema público. 


SEÑORA SALVERAGLIO.- Con respecto al tratamiento de los deudores morosos, en promedio en el 
año 2013, el Banco ha rematado seis inmuebles por mes. Eso da la pauta que se hacen todos los 
esfuerzos para que el deudor pueda pagar antes de llegar a la ejecución, y estamos hablando de que 
se rematan deudas que se vienen gestionando durante varios años. 


Por otra parte, desde el año 2008 hasta la fecha se abrieron 25.000 nuevas cuentas de 
ahorristas, un 70% de ellos son jóvenes y están esperando poder llegar a su crédito. Cualquier 
problema que se genere en el Banco Hipotecario que impida seguir prestando, se llegaría a una 
situación realmente de injusticia con toda esa población ya que no podría acceder a un crédito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Justamente iba a consultarlos sobre los casos particulares que mencionó el 
señor Ministro. Además, en algún momento se habló de algún pasaje adicional de casos a la Agencia 
Nacional de Vivienda o a alguno de los fideicomisos. No sé si hubo algún avance al respecto. 


SEÑORA SALVERAGLIO.- Ahora se está trabajando en el último fideicomiso, lo cual es un 
complemento de los anteriores fideicomisos. Por otro lado, estamos trabajando en conjuntos 
habitacionales o viviendas individuales que se han detectado que merecerían el carácter de social, por 
lo cual serán traspasados a un fideicomiso de la Agencia, lo cual estimamos que será en el mes de 
marzo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la información brindada a los representantes del Banco 
Hipotecario. 


(Se retiran de Sala la señora Ana Salveraglio y el señor Jorge Polgar.) 


-Ahora pasaríamos a tratar el segundo tema planteado por los representantes del Pan de 
Vivienda Sindical del PIT-CNT, fundamentalmente, la problemática con el saneamiento en un marco de 
expansión del plan de vivienda. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que este tema es un claro reflejo de aquellos que tienen que ver con las 
crisis de crecimiento. Concretamente, creo que a partir del sistema de viviendas -que viene 
funcionando y expandiéndose- se generan determinados niveles de expectativas y posibilidades; pero 
cada uno de estos avances significa ir descubriendo y desarrollando la atención sobre otras 
debilidades que existen. Obviamente que, en torno a este tema, tenemos debilidades como país. Hay 
ciertos desarrollos a nivel del saneamiento que obedecen a ecuaciones razonables desde el punto de 
vista económico, con un sistema muy desarrollado concretamente en Montevideo y prácticamente en 
todas las capitales departamentales y en algunos departamentos, en la segunda localidad en 
importancia, y poco más. 


Estamos viviendo una serie de transformaciones, que se van afirmando en cuanto al uso del 
territorio, la racionalidad y al uso de los recursos, y me parece bueno reseñarlas para poder ubicar 
cómo aparece este problema en el conjunto de los otros. Al respecto, debo referirme a una 
reglamentación y a una ley del año 2008, que son el telón de fondo que existe detrás de este tema. Por 
un lado, la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, pretende que como sociedad 
incorporemos determinadas lógicas a la hora de administrar los recursos de todos, incluso los 
medioambientales. 


En segundo término, están las reglamentaciones del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente en lo que tiene que ver con una definición de producto y con las 
condiciones que ese producto involucra para llevar adelante la acción. Asimismo tienen que ver con 
una lectura de cosas que sucedieron en el pasado, sabiendo que, como sociedad, día a día nos cuesta 
bastante levantar estas situaciones preexistentes. 


Hoy en día la Ciudad de La Costa, que tuvo un crecimiento expansivo por acumulación, en 
forma de aluvión, sin una planificación y sin contar con todos los recursos, nos está demandando y 
exigiendo el uso de recursos importantes. En ese sentido, en el año 2008 se aprueba el primer 
reglamento para cooperativas tradicionales, reacomodando lo que nuestro país tenía. Allí se plantean 
algunas exigencias que tienden, en primer lugar, a racionalizar el conjunto de las inversiones, y que el 
saneamiento o este tipo de servicios no sean en desmedro de los recursos para construir la vivienda. 
Pretendemos que esa vivienda presente ciertas características, y para llegar a ese producto, se deben 
dar determinadas prestaciones, pero no podemos darnos el lujo de desviar parte de los recursos 
destinados a la construcción de la vivienda en el saneamiento, y ver cómo se llega. También se 
pretende levantar algunas restricciones del pasado, pues a veces teníamos los conjuntos 
habitacionales terminados, pero debíamos esperar dos años para obtener un servicio que se había 
programado y que no llegaba. Recuerdo que el Complejo Bulevar estuvo prácticamente un año sin 
poder ocuparse, porque en aquel momento no había cable para hacer la instalación eléctrica requerida 
necesariamente para el uso de ascensores. No se trata, entonces, de cosas nuevas, sino de cosas que 
se han dado siempre. 


La reglamentación procura, en primer lugar, el aprovechamiento de los recursos, y en segundo 
término, no seguir insistiendo con el lugar donde se consiguió el terreno, sino buscar las mejores 


oportunidades para hacerlo. En ese sentido, el reglamento de 2011 no innova, sino que siguen vigentes 
las mismas exigencias de 2008. No se trata de que no se pueda construir si no hay saneamiento; 
tenemos que ver qué se va a construir, en qué lugar y de qué forma. 


En la comparecencia del 10 de octubre se hicieron algunas afirmaciones que me parece 
importante recalcar y hay otras que, de repente, importa cuestionar. Por un lado, hay cosas que se 
caen de maduras como el afirmar que el precio de la tierra es uno si tiene saneamiento y otro si no lo 
tiene. Eso es parte de la ecuación. Cuando estamos planteando construir donde hay servicios, estamos 
asumiendo que el costo de la tierra será mayor, pero a la larga también estamos asumiendo que como 
sociedad ganaremos todos. No siempre lo barato es lo más conveniente; muchas veces, lo más barato 
termina siendo bastante más caro. 


Asimismo, tenemos ejemplos de programas de viviendas desarrollados en el pasado con altos 
niveles de conocimiento, sobre los que no cuestionamos la intencionalidad, sino que estamos 
discutiendo que los paradigmas eran otros y que, de repente, como sociedad hicimos conjuntos 
habitacionales muy buenos pero con una escala que se transformó en ingobernable. Se transformaron 
en complejos que fueron absolutamente imposibles de manejar. Y eso también es parte de las líneas 
que en 2008 definimos cuando nos propusimos construir conjuntos habitacionales de hasta cincuenta 
viviendas y no promover aquellas grandes estructuras que son muy lindas cuando llega el momento de 
decir que hicimos los complejos más grandes pero que, en la práctica, tienen muchos problemas desde 
el punto de vista de su administración. Se ha hecho referencia a que se habría planteado una 
propuesta sobre la generación de empresas para el mantenimiento y demás pero, en lo concreto, no la 
conocemos. 


Tenemos que buscar racionalizaciones y generar las condiciones para que desde cualquier 
punto del país se pueda acceder a determinados temas. En este sentido hay que ser cuidadosos en 
dos aspectos, que para mí son claves. En primer lugar, el costo de la solución no debe ser desmedido 
con respecto a la inversión de la vivienda. Esto cuesta explicarlo porque hemos escuchado decir en 
más de una oportunidad: “Como somos pobres no tenemos derecho, pero en aquel barrio se ha 
instalado un sistema de planta compacta”. Sí, respondemos, pero falta decir que esta planta compacta 
tiene un costo de mantenimiento bastante superior a lo que puede representar la amortización del pago 
de la vivienda. Debemos generar sistemas virtuosos que den respuesta efectiva, teniendo en cuenta 
que el alcance territorial es muy vasto, prácticamente a nivel nacional. Tratamos de visualizar 
alternativas para el conjunto de la población y no solamente para aquellos que se organizan bajo la 
forma de cooperativas de vivienda. Este es un tema con dimensiones importantes y que en nuestro 
Ministerio tiene varios frentes: la Dinavi; la Dinot, la Dinama y la Dinagua, desde el punto de vista de 
las políticas de agua y saneamiento. En una comparecencia anterior se habló de una resolución que 
tomamos con la constitución de un equipo de trabajo; información que dejamos a los señores 
Senadores. En definitiva, esta resolución es una apuesta a reordenar y generar las condiciones 
favorables, según parámetros globales de ordenamiento del territorio, en el que podamos asumir y no 
sigamos haciendo como si pasara algo que en realidad no pasa. Hay barométricas que son un saludo a 
la bandera -dicho en el peor de los sentidos- porque si bien están presentes dejan los efluentes a la 
vuelta. Esta es una problemática importante y, por ende, debemos crear un sistema en el que los 
actores involucrados puedan generar las capacidades para llevarlo adelante. Una cosa es diseñar el 
sistema y otra atribuir actores que después no tienen las capacidades para hacerlo. Esta resolución, 
de alguna forma, tiende a ordenar esta situación, no solamente para las cooperativas de vivienda sino 
para el conjunto de las poblaciones del país. También debemos marcar cuáles son las diferencias 
desde el punto de vista del costo de los mantenimientos y la seguridad para que este exista. En su 
momento, en Montevideo se construyeron conjuntos importantes de viviendas que tenían su sistema 
de tratamiento alternativo de saneamiento, pero terminaron rezando para que les llegara el sistema 
tradicional porque había problemas. En cambio, hay otras localidades del país en las que los sistemas 
alternativos funcionan, pero no todos tienen el nivel de gestión que deberían. Este es uno de los 
desafíos que enfrentamos. Hay temas sobre los cuales uno puede pensar que la organización de los 
vecinos puede resolver con facilidad o, por lo menos, anunciar su resolución. Por ejemplo, es fácil de 
lograr la cooperación para un pozo de abastecimiento de agua desde el punto de vista del 
mantenimiento, porque requiere poco trabajo e inmediatamente todos los vecinos, ante la carencia del 
elemento, se organizan para resolverlo. 


El tema del saneamiento es distinto porque hay alguien que está en la punta y es quien, en 
definitiva, recibe los problemas del colectivo. Este no es un tema fácil de resolver con la participación 
de todos los involucrados porque, en general, solamente el que está más en la punta tiene el problema. 


El otro tema que se mencionaba es el de los recursos económicos desde el punto de vista de 
la racionalidad en la inversión y desde el punto de vista del costo del mantenimiento. 


No sé si es suficiente con esta introducción que he efectuado; tal vez la señora Directora 
Nacional de Vivienda, que es quien ha estado en el estudio de cada uno de estos temas y tiene 
conocimiento de la particularidad de las distintas cooperativas que se han presentado, también pueda 
dar un panorama de las soluciones que se han arbitrado hasta el momento y de las que estamos 
pensando. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Voy a dar algunos ejemplos muy concretos vinculados, fundamentalmente, 
a lo que planteó el señor Ministro en términos de la reglamentación que establece la posibilidad de 
saneamientos alternativos. 


Básicamente, esto ha sido una respuesta al planteo central que, en su momento, hicieron 
llegar los integrantes del Plan de Vivienda Sindical, en el sentido de que el reglamento ministerial 
desestimula la construcción de viviendas cooperativas en lugares donde no hay saneamiento o en 
localidades pequeñas. En realidad, lo que establece la reglamentación del Ministerio es, justamente, 
que en esas localidades haya una alternativa de saneamiento que cumpla con determinados 
requerimientos. No se está restringiendo sino que se está regulando y controlando, que es un rol que 
debe tener el Estado y, fundamentalmente, el Ministerio y la Dinavi en lo que hace a materia 
habitacional. 


En ese marco he traído, para poner en común, aquellos artículos del Reglamento de 
Producto que están vigentes desde el año 2008 y que tuvieron un ajuste en el 2012, fruto de este 
trabajo que se viene haciendo vinculado a las limitaciones que hay en algunas localidades en lo que 
hace a saneamiento tradicional. Esta resolución de la que el señor Ministro hacía entrega -que es de 
este año- formaliza o institucionaliza un equipo de trabajo que ya tiene más de un año trabajando en la 
medida en que justamente, se trata de dar respuesta a esta problemática que no solamente es del Plan 
de Vivienda Sindical sino también de otras cooperativas. 


Justamente, el artículo 10 del Reglamento de Producto a que hacíamos mención -lo voy a 
leer textualmente- dice: “La implantación de los programas habitacionales deberá satisfacer los 
siguientes requerimientos mínimos: 


a. Calificación de área urbana o suburbana. 

b. Certificación de no inundabilidad, especificando cota considerada y su referencia. 

Cc. Suelo libre de contaminación de elementos incompatibles con la residencia permanente. 
d. Red de evacuación de aguas servidas y pluviales. 


Toda vivienda deberá estar conectada al sistema público de evacuación de aguas servidas y 
pluviales. En aquellas plantas urbanas con carencia de estos servicios, se podrán utilizar sistemas 
alternativos autorizados y aprobados por Dinagua y las Intendencias correspondientes. No se admitirán 
sistemas de bombeo de evacuación de aguas servidas o pluviales, ni lagunas de decantación y 
oxidación, salvo que los mismos formen parte de la red pública y estén mantenidos y administrados por 
la Intendencia Departamental de Montevideo o por OSE en el resto de los departamentos”. 


Aquí se establece claramente la posibilidad de que, efectivamente, las propuestas tengan 
viabilidad desde el punto de vista técnico, ambiental, económico -obviamente- y, por supuesto, 


institucional en cuanto a la capacidad de operación y mantenimiento. Eso es lo que se ha venido 
instrumentando y que podrá detallar más adelante el Director de Dinagua. 


Fundamentalmente, se estableció un protocolo -que se dio a conocer- de lo que requerían 
estos proyectos alternativos de saneamiento para ser analizados en la Dirección Nacional de Aguas y 
Saneamiento y que pudieran tener la factibilidad desde el punto de vista técnico ambiental. En ese 
sentido, a lo largo del último año, veintitrés cooperativas han ingresado sus propuestas para ser 
estudiadas, de las cuales doce tienen aprobación desde el punto de vista técnico. 


Tal como señalaba el señor Ministro, el problema son los costos, que no son del Ministerio ni 
de ninguna de sus Direcciones. Los costos, tanto iniciales como de mantenimiento, son los que 
informan, mediante declaración jurada, los institutos de asistencia técnica que, conjuntamente con las 
cooperativas, realizan las propuestas. En este marco, cuando hablamos de conjuntos habitacionales de 
cincuenta viviendas, un costo inicial del sistema de planta compacta con laguna de cloración -que tiene 
una estimación de costos en el entorno de los US$ 420.000- no es viable para ese conjunto 
cooperativo. Cuando el costo de mantenimiento asciende a $ 6.000 mensuales en barométrica, para 
esa familia no es sostenible. Si bien la Dinavi tiene flexibilidad en cuanto al préstamo que otorga - 
donde aproximadamente hay entre US$ 1.500 y US$ 1.800 por unidad que se entiende que no 
comprometen la calidad del producto en términos del proyecto arquitectónico- acá estamos hablando 
de prácticamente US$ 10.000 y US$ 12.000 por unidad, lo cual es inviable financiar desde los recursos 
que tiene la Dinavi para la construcción de viviendas o mantenimiento. En realidad, estamos hablando 
de una cuota de la amortización del préstamo de vivienda que requiere subsidio, porque, por un lado, la 
familia requiere el apoyo del Estado en un subsidio a la cuota para poder hacer frente a ese proyecto 
habitacional y a la amortización del préstamo y, por otro, le estamos pidiendo que hagan un esfuerzo 
de $ 6.000. Esto tiene que ver también porque en casi todas las propuestas se requiere de servicios de 
barométrica, que tienen costos diferenciales. Hay lugares en el país en donde ni siquiera existen y en 
otros son mayoritariamente privados y varían sus costos radicalmente entre una localidad y otra, 
dependiendo de las distancias y de los lugares de vertido, más aún si tiene que ser controlado para 
que garanticemos las condiciones ambientales. 


Que hay una ventanilla abierta, la hay. Algunos de los proyectos han sido estudiados, incluso 
hemos tenido consideraciones vinculadas a la coordinación dentro de este equipo de trabajo con OSE, 
particularmente en algunas localidades de mediano porte donde, efectivamente, el proyecto de 
saneamiento definitivo ya está encaminado. A su vez, OSE ha anunciado con fechas muy certeras, en 
qué momento estarían los proyectos en licitación y las obras iniciadas, como es el caso de Juan 
Lacaze o en algunas otras localidades donde se han autorizado soluciones de pozos impermeables en 
forma temporal porque hay una red que está proyectada y una estimación de obras a iniciarse. Hay 
lugares de vertido con las garantías de que el servicio de barométrica es sostenible por parte de la 
familia porque estamos hablando de una capacidad de autogestión por parte de esta organización que 
tiene que poder hacerse cargo de esa obligación. Esta es, fundamentalmente, la situación en la que 
estamos. 


Incluso, los propios representantes del plan de vivienda sindical en algún momento 
plantearon lo que debe ser exigido por parte de los Gobiernos Departamentales al momento de iniciar 
cualquier proyecto habitacional o de tramitar un permiso de construcción: se refirieron a la alternativa 
de saneamiento y su costo para que, efectivamente, se pueda decir que es sustentable y sostenible 
para la familia. 


En esto se viene trabajando, más allá de algunas medidas que están siendo analizadas por 
este equipo de trabajo y que las podrá informar el Director de Dinagua. Hemos traído la documentación 
para que los señores Senadores puedan acceder a ella y analizarla más en detalle. 


No obstante ello, nos parece importante señalar que hay otras líneas del Ministerio que son 
convergentes y tienden a generar soluciones en el corto y mediano plazo, más allá de definir una 
política de saneamiento de más largo plazo, con las correspondientes inversiones. 


Hay una cuestión fundamental a analizar que es el crecimiento que ha tenido el sistema 
cooperativo que hoy crea esta presión. A partir de 2008, momento en que se aprueba la nueva 


reglamentación y este sistema muy fluido de otorgamiento de los préstamos -las cooperativas, junto a 
su instituto de asesoramiento técnico, saben que tienen la posibilidad de acceder al préstamo en un 
plazo máximo de entre 18 y 24 meses- se produjo un crecimiento tal en la cantidad de viviendas, que 
de 400, en setiembre de 2013, pasamos a 3.716 dentro del sistema cooperativo en obra, 
particularmente de ayuda mutua. El 60% de esas 3.716 viviendas, que abarca a 111 cooperativas, 
están ubicadas en el interior del país. 


Estos datos hablan del crecimiento que ha generado esta forma de producción social del 
hábitat en el interior, cuando antes estaba asociada mayormente a Montevideo y al área metropolitana. 
Si bien nació en Isla Mala -reconociendo lo que se ha hecho en el departamento de Florida- también es 
verdad que ese crecimiento y la consolidación del sistema se dio fundamentalmente en Montevideo. 
Actualmente estamos respondiendo a ese crecimiento, pero por cierto tiene que ver con una 
priorización en términos presupuestales, pues en el Programa Cooperativo pasamos de setecientos 
millones a mil quinientos millones anuales de inversión. 


Pues bien, hoy estamos siendo presionados, pero ello se está resolviendo en el marco de la 
política habitacional que empieza a generarse a partir de los años 2010-2011, que es el momento en 
que efectivamente se produce un crecimiento sustantivo. 


No obstante, debo agregar que en el Ministerio se está haciendo un esfuerzo por disponer 
de una cartera de tierras propia. Tal como señalaba el señor Ministro, esto también tiene relación con el 
aprovechamiento de los recursos en los que el Estado invirtió a lo largo de décadas, a efectos de servir 
áreas que están vacantes, en todas las ciudades, o sea, también en el interior del país, por más que la 
cobertura de saneamiento tradicional sea significativamente menor a la de Montevideo. Esto ha llevado 
a que la cartera de tierras del Ministerio, en los últimos tres llamados -cuando se inició formalmente- 
haya priorizado la adjudicación de tierras para cooperativas. Es así que se han adjudicado más de 16 
hectáreas, considerando el llamado de 2013, para más de 700 viviendas en todo el país, priorizando 
los departamentos del interior. En ese marco, se adjudicaron tierras en Flores, Colonia, Florida, 
Maldonado, Tacuarembó, Salto, Paysandú, Durazno, San José y, por supuesto, Montevideo y 
Canelones. Son tierras que disponen de todos los servicios, ubicadas en tramas urbanas y, por lo 
tanto, cuentan con todas las posibilidades de servicios sociales más importantes, como educación, 
salud, alumbrado y vialidad, pero también saneamiento, agua potable y tendido eléctrico, que son las 
infraestructuras más costosas, pero en las que el Estado ha invertido muchísimo. 


De modo que todos estos elementos están siendo considerados. 


Cabe agregar que se ha contado con el acompañamiento de muchos Gobiernos 
Departamentales, mientras que otros están en camino de concretar este paso, a efectos de constituir 
las carteras de tierras departamentales. Esa es una línea a explorar, porque de lo que se trata es de 
aprovechar las áreas vacantes y hacer uso, para el bien de toda la sociedad, de una inversión que ya 
ha hecho el Estado para dotar de servicios todas esas zonas. 


En síntesis, esa es la línea de trabajo que venimos desarrollando, que entendemos está en 
concordancia con la preocupación que se ha expresado, sobre la que tenemos un matiz en el sentido 
de que, en verdad, los saneamientos alternativos, en la medida en que sean viables técnica y 
económicamente, sin duda van a tener la posibilidad de implementarse, sobre todo, garantizando la 
gestión, pues en esto el mantenimiento es muy importante. 


Otro elemento que, a mi juicio, vale la pena subrayar es el siguiente: en el marco de los 
últimos avances que se han producido vinculados con el grupo de trabajo, hay lineamientos concretos, 
que serán referidos por el Director Nacional de Agua y Saneamiento, pero simplemente quiero destacar 
que están en concordancia con esa intención de dar respuestas que no son inmediatas, que es la 
preocupación que han dejado traslucir los representantes del Plan de Vivienda Sindical. Dicho de otra 
manera, reconocemos que hace más de un año que se viene trabajando, pero se requieren soluciones 
mucho más ágiles. En estas políticas, en estas obras de alta envergadura y de alto costo, estos son los 
mejores tiempos en los que nos ha sido posible avanzar. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quiero destacar que ha sido muy ilustrativa la presentación 
realizada y que se nos ha informado adecuadamente. 


Me gustaría hacer algunas preguntas, a los efectos de formarme una opinión, sobre temas 
que todavía no he entendido completamente. 


En la comparecencia a la Comisión se hizo referencia a zonas del interior del país con menos 
de 5.000 habitantes, respecto de las cuales habría un desestímulo para la formación de cooperativas 
en virtud de la imposibilidad de acceder el tema del saneamiento. Quisiera saber si esa afirmación 
realizada por quienes nos visitaron es correcta y merece alguna respuesta por parte de ustedes. 


El otro tema sobre el que deseo reflexionar tiene que ver con lo que manifestó el señor 
Ministro en cuanto a la importancia de la accesibilidad a los servicios. Si no recuerdo mal, señalaba 
que se trata de hacer posible la convivencia. Estoy absolutamente de acuerdo porque es la forma de 
garantizar la plenitud de los derechos que hacen a la relación de las personas con el hábitat. De todos 
modos, me preocupa que dentro de esa clave de derechos, el de saneamiento -con un grado jurídico 
constitucional- también debe ser incorporado. Las personas tenemos el legítimo derecho a ser 
garantizadas en su cumplimiento y el Estado está obligado a garantizarlo. En los temas de derechos 
económicos, sociales o culturales, muchas veces tenemos la tentación de decir: “Podemos realizar 
hasta acá; no nos es posible hacer más”. Eso es cierto, pero si son derechos debemos buscar la forma 
de realizarlos adecuadamente en lo inmediato porque de otro modo los estamos vulnerando. Es un 
tema de tensiones que tenemos que incorporar a las políticas de todos los días. 


Por otro lado, considero que sería conveniente que examinaran las propuestas que nos han 
acercado a los efectos de ver su pertinencia. Creíamos que este material ya estaba en conocimiento de 
ustedes. Habrá que definir si son viables porque uno de los grandes problemas que existe es que no 
podemos arrogarnos el derecho de tener la verdad y en ese sentido considero que la participación de 
todos los actores es más que fundamental en el desarrollo de cualquiera de estos planes para el 
ejercicio de derechos. Con esto no quiero decir que exista una actitud arrogante de parte del Ministerio; 
por el contrario, deseo ser más que respetuoso y alabar su gestión en la generación de pautas para 
garantizar que las personas accedan a sus derechos. No obstante, en este momento, viéndolo en clave 
de derechos, se nos prende una luz amarilla, lo que a veces es bueno para exacerbarnos en la 
búsqueda de soluciones prácticas cuando se trata, precisamente, de garantizar derechos. ¿De qué me 
sirve tener los apliques comprados -siguiendo el ejemplo que ponía el señor Ministro- si no tengo los 
cables para la luz? ¿De qué me sirve una vivienda hecha si no puedo acceder al saneamiento que es 
un derecho que forma parte de mi relación con el hábitat? 


SEÑOR MINISTRO..- El señor Senador plantea tres elementos y quizás se los entrevere un poco a la 
hora de responder. 


Hay temas que tienen que ver con los instrumentos o las herramientas, con su utilidad y con 
el lugar en el que pueden prestar un buen funcionamiento como así también en el que es dificultoso 
que lo tengan. Personalmente tengo una ventaja. Soy arquitecto, trabajé unos cuantos años con fondos 
sociales y cooperativas, estuve siete años en Mevir y ahora tengo la oportunidad de estar en el 
Ministerio. Esto me ha permitido conocer distintas realidades geográficas, de idiosincrasia, de 
posibilidades para desarrollar determinados programas con ciertas herramientas. Todos sabemos la 
diferencia que hay entre un tornillo y un clavo, pero el martillo a veces no distingue que es para el clavo 
y no para el tornillo y se olvida del destornillador. Cada herramienta tiene sus usos pero a veces se 
pueden confundir. Es conveniente considerar eso en algunos temas porque cuando hablamos de 
localidades de menos de 5.000 habitantes estamos aludiendo a realidades muy distintas. Si usted está 
en el departamento de Salto, en Pueblo Fernández, tratando de construir una vivienda pero resulta que 
se olvidó de los clavos, tiene dos alternativas: recorrer 280 kilómetros -lo que significan unas 4 horas y 
media de viaje- y venir a Montevideo, o ir a Masoller y de ahí trasladarse hasta Rivera o hasta Artigas. 
Este tipo de realidades hay que tenerlas muy presentes cuando se trata de llevar adelante una 
cooperativa por autogestión o un programa de viviendas de este tipo. Recién estábamos hablando de 
una localidad que tiene 400 habitantes, aproximadamente. En esos casos, desarrollar una cooperativa 
de viviendas u otro proyecto por medio de esta vía, es un problema. Una cosa son las localidades de 
menos de 5.000 habitantes ubicadas en el departamento de Canelones, es decir, a algo más de una 


hora de viaje de la capital y otra, son aquellas como Caraguatá, que está en Tacuarembó, sobre la ruta 
26, en las que es difícil llegar con los recursos adecuados para desarrollar un programa cooperativo, 
debido a las capacidades para trasladarse en el territorio que pueden tener las instituciones de 
asistencia técnica o las cooperativas. 


A nivel del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -si mal no 
recuerdo fue en una Rendición de Cuentas o en el Presupuesto quinquenal del año 2000- se planteó 
que las localidades con más de 5.000 habitantes estarían bajo su órbita, mientras que las de menos de 
5.000 habitantes serían atendidas por Mevir. En su momento no lo entendí mucho pero hoy, después 
de haber transitado todo esto, lo comprendo muy bien. Hay temas que son elementales y que tienen 
que ver con las posibilidades que existen en el territorio y con las capacidades que se pueden llegar a 
instalar para desarrollar alguno de estos programas. 


Por otro lado, las cooperativas tienen otro problema: el reemplazo de los socios. Conozco 
una cooperativa en Tarariras que había accedido a un préstamo para construir 32 viviendas, pero en un 
momento determinado dijeron “me quedé sin socios; hacemos 16”. Esas cosas también suceden y hay 
que tenerlas en cuenta. 


Por lo tanto, no se puede hacer una tabla que diga que los 5.000 habitantes determinan, pero 
es notorio que algo tenemos que elaborar para asegurar que se pueda atender con calidad. 


Sin duda que el acceso a la vivienda y al saneamiento son temas que cada día tienen un 
mayor grado de conciencia en cuanto a lo que implican. Estoy de acuerdo con el señor Senador en 
cuanto a que de nada sirve que esté escrito en el papel si no podemos llevarlo a la práctica. Ese es el 
esfuerzo que hacemos cotidianamente para transformar estas realidades. Nos interesa que la vivienda 
no sea solamente el cubículo donde se desarrolle la familia, sino que efectivamente este tenga 
adecuadas diferenciaciones de espacios, de acuerdo con las necesidades de las personas. Asimismo, 
que posea la oportunidad de interrelación con el conjunto de la ciudad. La vivienda es un componente 
muy importante desde el punto de vista del desarrollo de la familia, por lo que no podemos pensarla 
aislada, porque ni la vivienda rural aislada, está aislada. Entonces, hay una estrecha posibilidad de 
vínculo y de relacionamiento, que es lo que hace a la posibilidad de convivencia que mencionó el señor 
Senador. Interpretamos estos aspectos y buscamos, en ese sentido, generar condiciones de avance 
que nos permitan seguir desarrollando programas. 


En cuanto al saneamiento hay una particularidad: cuando hablamos de los programas 
cooperativos, estos implican densidades, las cuales no son las que podemos desarrollar en un 
programa de una o dos viviendas en un lote de 300 o 400 metros. Este es un problema más desde el 
punto de vista de la consideración medioambiental. Sin duda vamos a analizar lo que se nos ha 
entregado porque es materia de análisis. Desde hace más de un año se han formalizado estos 
aspectos a través de una resolución, lo cual pretende poner definitivamente un plazo de ejecución para 
su avance. Venimos cumpliendo con esto y la apuesta es que para los primeros meses del año que 
viene se tenga más claro y definido el panorama. A través de ello también resolvemos conflictos que se 
dan entre las distintas reparticiones del Estado. Sin duda, estos temas son transversales, en los cuales 
hay muchos actores sobre un mismo plato. Entonces, debemos lograr un orden para abordar, con 
distintas miradas, la solución a los problemas. En ese sentido, este tema lo incorporamos al trabajo que 
viene realizando la Comisión, en la cual participan la Dinagua, Dinama, Dinavi y Dinot, en consulta con 
OSE y Mevir, que son los otros actores relevantes en torno a esta problemática. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que discutimos en el día de hoy, junto con lo que ya hemos analizado, está 
inscripto en lo que el Ministerio está desarrollando a través de la creación de esta Comisión, 
reconociendo que hay que asegurar la universalidad del acceso al agua potable y al saneamiento, 
contemplando las diferentes realidades, etcétera. Además, a ello ustedes van a integrar esta propuesta 
que les hemos acercado. Quizás sería bueno que dentro de un tiempo nos hicieran conocer los 
avances en esta materia. Los despedimos con ese compromiso, señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO..- Treinta o cuarenta y cinco días después del receso esperamos tener respuestas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la información brindada. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 14 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


